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Exp. 464/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 464/2021/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: ****** ********* **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA, DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.


San Luis Potosí, S.L.P., a diez de enero de dos mil veintidós. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 464/2021/2, promovido por la C. ******* ***** ********** *******, por propio derecho, quien señaló como autoridad demandada a la Titular de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal el cinco de julio de dos mil veintiuno, la  C. ******* ***** ********** *******, compareció por propio derecho  a promover Juicio Contencioso Administrativo en contra de la resolución emitida el veintidós de abril de dos mil veintiuno, por la Titular de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual tuvo por no admitido a trámite el recurso de revocación interpuesto por el defensor de la servidora pública hoy actora por haberse presentado de manera extemporánea.
II.- Por auto de seis de agosto de dos mil veintiuno, previo cumplimiento al requerimiento efectuado mediante diverso acuerdo de nueve de julio de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda; se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes; se ordenó dar vista al superior jerárquico de la citada autoridad; y se tuvieron por ofrecidas las pruebas de la parte actora respecto de las cuales se reservó proveer sobre su admisión hasta el momento en que se proveyera sobre la contestación de demanda.

III.- Por oficio número CGE/DT/DGLIP-246/DJCP-DJ-166/2021, presentado el veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, en la oficialía de partes de este Tribunal, el Titular de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, dependiente de la Contraloría General del Estado, en representación de la autoridad demandada formuló la contestación a la demanda, por lo que, mediante acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la demanda por parte de la autoridad demandada; se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes; y se fijó como fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativa para el Estado de San Luis Potosí, las once horas del primero de octubre de dos mil veintiuno.
IV.- En la fecha y hora señaladas en el resultando que antecede, se celebró la audiencia final y en el acta respectiva el Secretario de Acuerdos hizo constar su inicio sin la asistencia de las partes, posteriormente realizó una relación de las constancias que obran en el expediente, enseguida en periodo de pruebas tuvo por desahogadas las pruebas ofrecidas por las partes dada su propia y especial naturaleza, en periodo de alegatos certificó que no fueron formulados por las partes, finalmente se dio por terminada la citada audiencia y se citó el asunto para resolver en definitiva.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIV, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que en el caso se trata de una controversia suscitada en contra de una resolución que decide tener por no admitido el recurso administrativo de revocación promovido por el defensor de un servidor público sancionado por una falta administrativa en una diversa resolución sancionadora en materia de responsabilidad administrativa, en esta entidad en la cual se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora no requiere acreditar su personalidad, en virtud de que comparece por propio derecho, acreditando su interés jurídico en el presente juicio con la exhibición del original de la cédula de notificación que contiene la reproducción de la resolución de veintidós de abril de dos mil veintiuno, que decide no admitir el recurso de revocación interpuesto en contra de la resolución sancionadora emitida el cinco de marzo de dos mil veintiuno, en el expediente EPRA-013/2020, en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, documental que obra agregada a fojas 13 y 14 de autos, misma que al ser expedida por una autoridad en ejercicio de sus funciones goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con la cual además se acredita la existencia de la resolución impugnada.
La personalidad de la autoridad que contestó la demanda, se encuentra debidamente acreditada ante este Tribunal, conforme a lo establecido en el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, exhibió copia certificada de su respectivo nombramiento, documento que obra agregado a foja 030 del expediente en que se actúa, el cual goza de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar si la determinación recaída al recurso de revocación presentado por el defensor de la hoy actora de fecha veintidós de abril de dos mil veintiuno, que decidió no admitir el citado recurso de revocación, fue emitida de manera legal o ilegal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de ésta Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio, aunado a ello, en el caso concreto la autoridad demandada opuso las excepciones de improcedencia de la acción y sine actione agis, señalando que la resolución impugnada se dictó en apego a la legalidad, debidamente fundada y motivada, cumpliendo con las formalidades establecidas, y que corresponde a la actora probar la supuesta ilegalidad de la misma; por lo cual esta Sala Unitaria considera que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes al estudio y resolución de fondo de la litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la actora del presente juicio.

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
Asimismo resulta ilustrativa por analogía en lo conducente la tesis de rubro y contenido siguientes:

Época: Undécima Época 

Registro: 2023990 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Publicación: viernes 07 de enero de 2022 10:08 h 

Materia(s): (Administrativa) 

Tesis: I.11o.A.15 A (10a.) 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA ARGUMENTOS VINCULADOS CON EL FONDO DEL ASUNTO, DEBE DESESTIMARSE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 92, FRACCIÓN VII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 39, AMBOS DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO). Conforme al artículo 39 de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, la procedencia del juicio contencioso administrativo local está condicionada a que se acredite que el acto impugnado afecta los intereses legítimos de la parte actora; en caso contrario, se actualiza la causal de improcedencia contenida en la fracción VII del precepto 92 de la citada ley. Sin embargo, el análisis de esa causal de improcedencia no debe involucrar argumentos vinculados con el fondo del asunto, pues de lo contrario se incurriría en la falacia de "petición de principio", que se produce cuando la proposición por ser probada se incluye implícita o explícitamente entre las premisas, pues sería un contrasentido analizar las constancias cuya nulidad se impugna para determinar la improcedencia del juicio, cuando ellas son la materia de la litis a dilucidar o la esencia del asunto; de ahí que dicha causal debe desestimarse.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 37/2020. 26 de noviembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Cruz Álvarez. Secretario: Mario de Jesús Sosa Escudero.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de enero de 2022 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 03 a la 05 del expediente en que se actúa, los que se considera innecesario transcribir y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.- No obstante lo señalado en el considerando anterior, esta Sala estima indispensable sintetizar el argumento de la demandante hecho valer en el único concepto de impugnación de la demanda, en el cual controvierte la determinación de la autoridad demandada indicando medularmente que el cómputo que realiza la autoridad no toma en cuenta los días 30 y 31 de mayo (sic) como días inhábiles correspondientes al periodo vacacional de semana santa, y no fueron descontados por la demandada pues de haberlo realizado se habría percatado que el plazo para interponer el recurso feneció hasta el 20 de abril de dos mil veintiuno, por lo cual, considera ilegal la determinación combatida y con ello debe declararse la nulidad de la citada resolución para el efecto de que la autoridad demandada deje sin efectos su determinación y proceda a dar trámite y resolver el recurso de revocación interpuesto por la ahora demandante.
Por su parte la autoridad demandada al contestar la demanda sostuvo la legalidad de la resolución impugnada.

Una vez analizados los argumentos de las partes y las constancias de autos esta Juzgadora considera que los argumentos de la parte actora resultan parcialmente fundados pero insuficientes para declarar la nulidad de la resolución impugnada, lo anterior de conformidad con las consideraciones de hecho y de derecho que a continuación se exponen:

En el caso particular esta Juzgadora advierte que, de lo que se duele esencialmente la hoy actora es que la autoridad demandada realizó incorrectamente el cómputo del plazo con que contaba para interponer el recurso administrativo de revocación previsto en el artículo 210 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en razón de que, no tomó en consideración que dentro del término con que contaba para interponer dicho recurso 
mediaron días inhábiles y con ello el citado plazo no fenecía en la fecha indicada por la demandada sino en un diversa.
Por su parte, el artículo 210 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece: 

“ARTÍCULO 210. Los servidores públicos que resulten responsables por la comisión de faltas administrativas no graves en los términos de las resoluciones administrativas que se dicten conforme a lo dispuesto en esta ley por las contralorías o los órganos internos de control, podrán interponer el recurso de revocación ante la autoridad que emitió la resolución dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación respectiva.”

De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se advierte que, los servidores públicos que resulten responsables por la comisión de faltas administrativas no graves en los términos de las resoluciones administrativas que se dicten conforme a lo dispuesto a la Ley en estudio, por las contralorías o los órganos internos de control, podrán interponer el recurso de revocación ante la autoridad que emitió la resolución dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación respectiva.
Ahora bien, el artículo 187 de la Ley de Responsabilidades antes citada establece:

“ARTÍCULO 187. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.

Las autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto, según corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración de las contralorías, órganos internos de control, o de los tribunales, para realizar las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas personas que se encuentren en lugares que se hallen fuera de su jurisdicción.”
De lo dispuesto en el artículo antes transcrito, se desprende que las notificaciones personales que se realicen en los procedimientos administrativos sancionadores a que se refiere dicha ley surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.
Por su parte, el artículo 122 de la citada Ley establece:

“ARTÍCULO 122. En los procedimientos de responsabilidad administrativa se estimarán como días hábiles todos los días hábiles del año, con excepción de aquellos días que, por virtud de ley, algún decreto o disposición administrativa, se determine como inhábil, durante los que no se practicara actuación alguna ni correrán los términos respectivos. Serán horas hábiles las que medien entre las 9:00 y las 18:00 horas. Las autoridades substanciadoras o resolutoras del asunto, podrán habilitar días y horas inhábiles para la práctica de aquellas diligencias que, a su juicio, lo requieran.”
De lo que se desprende del artículo antes transcrito, podemos advertir que en los procedimientos de responsabilidad administrativa se estimarán como días hábiles todos los días del año, con excepción de aquellos días que, por virtud de ley, algún decreto o disposición normativa se determine como inhábil, durante los cuales no se practicara actuación alguna ni correrán los términos respectivos.

Asimismo, el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicable de manera supletoria a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121, de esta última, establece:
“ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.”
Del artículo antes transcrito se desprende similitud de criterio legislativo al señalar, entre otras cosas, que serán días hábiles para la promoción, substanciación y resolución de los procedimientos administrativos, todos los días del año; excepto sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores. 

Así las cosas, y como en el caso se tiene que la parte actora se duele medularmente de que la autoridad demandada realizó un cómputo incorrecto del término legal con que contaba para interponer el recurso de revocación previsto en el artículo 210 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, a juicio de esta Sala se estima que para deducir la Litis efectivamente planteada resulta conveniente analizar si efectivamente el plazo con que contaba la hoy actora para interponer su recurso feneció al día quince de abril de dos mil veintiuno, o bien, debido a un incorrecto cómputo del citado plazo a la fecha en que interpuso el mismo –veinte de abril de dos mil veintiuno- aún no transcurría el plazo de quince días hábiles previsto en el citado artículo 210, de la Ley de Responsabilidades en mención.
Ahora bien, en el caso tenemos que la autoridad demandada en la determinación impugnada estableció que la resolución de cinco de marzo de dos mil veintiuno (que pretendió recurrir en revocación la actora), fue notificada a la presunta responsable el día lunes veintidós de marzo de dos mil veintiuno, lo cual la hoy actora no controvierte, por lo que al ser un hecho referido en una documental pública, como lo es la cédula de notificación en que consta, emitida por una autoridad en ejercicio de sus funciones, hace prueba plena del hecho que señala consistente en que a la actora fue notificada de la resolución que pretendió recurrir, en términos de lo dispuesto en el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en virtud de que no obra prueba en contrario, máxime que existe manifestación expresa de la actora en el punto 3., del apartado correspondiente de su escrito de demanda, que reconoce tal hecho.
Enseguida, se tiene que conforme a lo que dispone el artículo 187 de la Ley de Responsabilidades Administrativas transcrito supralíneas, las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realice, esto es, si la notificación respectiva a que se refiere la autoridad demandada en la resolución impugnada se realizó el día veintidós de marzo de dos mil veintiuno, es de deducirse que dicha notificación surtió efectos el día martes veintitrés de marzo de dos mil veintiuno, como lo refirió la autoridad demandada.

En ese orden, se estima que el plazo para interponer el recurso de revocación a que nos hemos venido refiriendo corrió a partir del día hábil siguiente, esto es, el miércoles veinticuatro de marzo de dos mil veintiuno.
En este punto, es importante tomar en consideración el calendario oficial de labores que emite la Oficialía Mayor del Gobierno del Estado, en especial el emitido para el año dos mil veintiuno, que constituye la referencia directa a los días en que los trabajadores al servicio del Estado, de las distintas instituciones a cargo del Ejecutivo del Estado, llevan a cabo sus actividades oficiales de manera común, y, conforme al cual se establecen los periodos vacacionales aplicables a dichos trabajadores, los días de suspensión general de actividades, la suspensión de actividades para los trabajadores de los niveles 1 a 13, en razón de que aquellos de nivel 14 a 19, se encuentran sujetos a laborar de 08:00 ocho horas a 15:00 quince horas, salvo disposición en contrario de la oficialía mayor.

Cabe puntualizar que la dependencia descrita con anterioridad, resulta ser la institución que ejercicio de sus atribuciones, en términos de dispuesto en el artículo 41 fracciones I, X, XIV, XXIV y XXVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, corresponde en auxilio al ejecutivo del estado, proponer e instrumentar la política y administración de recursos humanos, expedir los acuerdos e instructivos de las condiciones generales de trabajo, así como difundir y vigilar su cumplimiento entre el personal de la administración pública estatal, proveer oportunamente a las dependencias del Ejecutivo de los elementos necesarios para el desarrollo de sus funciones, llevar el control administrativo de las dependencias del Ejecutivo y las demás señaladas en las leyes y reglamentos vigentes, aunado a que constituye por costumbre el calendario que año con año se expide el que sirve de referencia directa para todas las instituciones del ejecutivo del estado, lo cual deriva propiamente de que los recursos humanos con que operan tales instituciones son los mismos a que se refieren las disposiciones que reglan las facultades y atribuciones de la Oficialía Mayor antes citados, de ahí que en el citado calendario se estableció lo siguiente:
[image: image1.jpg]SSLP |

PROSPEREMOS JUNTOS

CALENDARIO OFICIAL DE ACTIVIDADES

2021
ENERO FEBRERO WARZO
: EREEEED N ENEEED
EN 0 A I S I B N T i B
SN BN I N R A S S i S S N QRN - (S il B
8 N N e O 2 2 2 3 I R N A R A A
lelslaalsln] [ EAEIED - |
BRI WAVD SN
s T " lelslals
7 BN N S N N R R R - N R B A R A B
W e s e 7] o Rl e e os]  [eoe s e [ e
£ N I N N 2 R T B B R N N e R E B A N T
25 [ 26 [ 21 [ 28 | 29 | 0 ZE7 %5 [ o1 [ [ 71 [ [29 | %0
JULIO SEPTIEMBRE
9Ll W] LoV 5
NERE EAERE]
T e s s ST T o e
m 7 EENRENRIN ;1o D
W ar BN
= 5 FAEAEIEED
SCTUBRE DICTEVERE
W o LM M s V.S
g R

slalslel lals

RN - RENEZNRGIAD

vl s [w]z [2]a
A A ED PR 2 -

. PRMER PERIODO VACACIONAL Opeion () [0 PRIMER PERIODO VACACIONAL Opcion @)

PARA EL PRIMER PERIODO VACACIONAL (OPCION 1 Y 2) CADA INSTITUCION PROGRAMARA EL PERIODO
'CORRESPONDIENTE DE 10 DIAS A SUS TRABAJADORES, CONFORME A LAS CARGAS DE TRABAJO.

B SEGUNDO PERIODO VACACIONAL
B SUSPENSION GENERAL DE ACTIVIDADES

LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES QUE POR LA NATURALEZA DEL SERVICIO QUE PRESTAN, NO DEBAN
SUSPENDERLO, PREVERAN LAS GUARDIAS CORRESPONDIENTES.

B SUSPENSION DE ACTIVIDADES UNICAMENTE PARA NIVELES 113

LOS FUNCIONARIOS NIVELES 14:19 LABORARAN DE LAS 8:00 A LAS 15:00 HORAS, SALVO DISPOSICION EN CONTRARIO
‘QUE DE OFICIALIA MAYOR.

IR PoR ESTA UNICA OCASION SE CAMBIA EL DESCANSO DEL 1 DE NAYO, PARA EL 28 DE OCTUBRE DEL 2021




Como podemos advertir, en el calendario antes reproducido se señalaron como días de suspensión general de actividades, para el ejercicio de referencia, los días primero y dos de abril de dos mil veintiuno, y como suspensión de actividades únicamente para los niveles del 1 al 13, el día treinta y uno de marzo de dos mil veintiuno.

Ahora bien, conforme hasta lo aquí expuesto tenemos que, efectivamente como lo indica la actora en su demanda y la autoridad demandada en su determinación, dentro del plazo con que contaba la hoy actora para promover su recurso de revocación mediaron días considerados inhábiles con motivo de que así se determinó en razón de una suspensión general de actividades prevista en el calendario oficial de labores que rige a los empleados de las dependencias del Ejecutivo del Estado, expedido por la Oficialía Mayor, así como también medió un día considerado de suspensión de actividades para determinados niveles de dichos trabajadores.

No obstante ello, aun y cuando esos días señalados en los párrafos anteriores se consideren como días inhábiles para efectos de realizar el cómputo del plazo para la presentación del recurso de revocación, ello en total beneficio del argumento expuesto por la demandante, resulta igualmente concluyente para esta Sala Unitaria, que al día de presentación del recurso de revocación ante la autoridad demandada, el veinte de abril de dos mil veintiuno, el plazo legal para tal efecto había fenecido, por tanto, resultaba legal y apegada a derecho la no admisión del mismo.
Se precisa lo anterior, en razón de que conforme a la tabla que a continuación se fija se puede deducir que la presentación al día veinte de abril de dos mil veintiuno, era extemporánea, según se advierte a continuación:
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De la tabla anterior, en la parte oscurecida podemos advertir los días inhábiles que correspondían al cómputo del plazo, los primeros son aquellos que corresponden a los sábados y domingos del mes de marzo y abril de dos mil veintiuno, por ser considerados así por lo dispuesto en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 122 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sin que se advierta que dentro de dicho periodo haya alguno de los que se refiere el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo, y como días de suspensión general de actividades los días primero y dos de abril de dos mil veintiuno que corresponden al periodo de la semana santa, al igual que el treinta y uno de marzo de dos mil veintiuno que corresponde a un día en que concurre la suspensión de actividades únicamente para los niveles del 1 al 13.
Así las cosas, no obstante haber tomado en consideración el treinta y uno de marzo del dos mil veintiuno como inhábil para efectos de descontar del cómputo del plazo legal con que contaba la hoy actora, se puede advertir de la tabla elaborada previamente por esta Sala Unitaria que al iniciarse el plazo correspondiente el día veinticuatro del mes de marzo de dos mil veintiuno, el término de quince días hábiles que establece el artículo 210 de la multicitada Ley de Responsabilidades, transcurrió hasta el dieciséis de abril de dos mil veintiuno, es decir, antes de la presentación material del recurso de revocación por parte del defensor de la hoy actora, lo cual ocurrió dos días hábiles después de que se encontrara en oportunidad de ello, es decir, el veinte de abril de dos mil veintiuno.
Por lo anterior, es de considerarse que aún y cuando la actora hubiere manifestado en su demanda que debieron tomarse en consideración para ser descontados los días que corresponden al periodo de semana santa, ello resulta insuficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, en razón de que, aún y cuando, se realizó el ejercicio conducente por esta Juzgadora, se advierte claramente que la presentación de dicho recurso se realizó con posterioridad a la fecha límite en que debió presentarse –dieciséis de abril de dos mil veintiuno-, en consecuencia se estima que de declararse la nulidad de la resolución de la determinación de no admisión del recurso por el hecho de que la demandada no tomase, como lo dijo la actora, en consideración los días correspondientes a la semana santa, no se vería trastocada y con ello la insuficiencia para declarar fundada la pretensión de la hoy accionante.
Con base en todo lo antes expuesto, esta Sala Unitaria estima que la resolución impugnada no viola lo dispuesto en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y toda vez que no se desvirtuó su presunción de legalidad de la cual goza conforme a lo establecido en el artículo 248 del mencionado Código Procesal; con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la suscrita Magistrada, reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada en el presente juicio.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción XIV, 9º fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; así como también los artículos 217, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada en el presente juicio por los fundamentos, motivos y consideraciones expuestos en el último Considerando de esta sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través de buzón electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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